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Con el objetivo de consolidar hallazgos regionales relacionados con género y corrupción las contrataciones públicas, la 
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC, por sus siglas en inglés), en el marco del Proyecto 
“Contratación pública transparente para garantizar una respuesta efectiva en situaciones de emergencia” con el apoyo 
de la Sección de Asuntos Antinarcóticos y Aplicación de la Ley de la Embajada de Estados Unidos (INL), priorizó 
actividades de diálogo entre autoridades públicas con el fin de intercambiar buenas prácticas en la materia.

Según ONU Mujeres (2022), , las adquisiciones públicas suponen el 30% del gasto de los gobiernos centrales de los 
países de Latinoamérica y el Caribe. Aunque varía entre países, este gasto oscila alrededor del 8,6% del PIB en la 
región. Sin embargo, solo el 1% de este mercado está atendido por mujeres empresarias. Las MIPYMES constituyen el 
99% de las empresas en la región, generan el 61,2% del empleo y están predominantemente en manos de mujeres, que 
sólo pueden acceder a una pequeña fracción (si alguna) de los contratos públicos (ONU Mujeres, 2022).

Varios estudios han concluido que la igualdad de género y una mayor representación de las mujeres pueden reforzar 
la gobernanza empresarial (HBR, 2021). Con el aumento de la diversidad, la inclusión y la transparencia, los esfuerzos 
a favor de la igualdad de género, y las iniciativas en contra de la corrupción tienen el potencial de fortalecerse 
mutuamente en muchas maneras (UNODC, 2020). En este sentido, analizar la intersección entre género, corrupción 
y contratación pública nos permite comprender mejor algunos factores que impiden la igualdad de género y cómo 
podemos aprovechar el poder adquisitivo del Estado para crear mercados más equitativos y centrados en la integridad. 
Con ese fín, este documento busca sintetizar hallazgos y ofrecer recomendaciones que impulsen la inclusión  en las 
compras públicas como un medio para luchar contra la corrupción. 

La información contenida en este documento se ha obtenido de diversas fuentes. Como parte de las iniciativas 
llevadas a cabo en este documento, se elaboró un diagnóstico preliminar mediante una consulta virtual y el análisis 
de documentación proporcionada por autoridades de Argentina, Chile, Colombia y Paraguay. Dicho diagnóstico fue 
objeto de debate en un grupo focal con la finalidad de profundizar en los desafíos y oportunidades relacionados con 
medidas que integren perspectivas de género en las estrategias de transparencia y anticorrupción de los sistemas de 
compras públicas. Se culminó con un evento regional que propició el intercambio de experiencias sobre el tema entre 
los países participantes. Este proceso permitió identificar buenas prácticas regionales en el área, un avance esencial 
para integrar la perspectiva de género en las acciones contra la corrupción.1

Lo anterior, se desarrolló gracias a la participación en los diferentes espacios de las siguientes autoridades públicas: en 
Argentina de la Procuraduría de Investigaciones Administrativas (PIA) del Ministerio Público de Argentina; en Chile 
de la Contraloría General de la República de Chile, el Consejo de Defensa del Estado y ChileCompra; en Colombia 
de la Agencia Nacional de Contratación Pública (CCE) y la Procuraduría General de la Nación (PGN); y en Paraguay 
de la Contraloría General de la República (CGR), la Dirección Nacional de Contrataciones Públicas (DNCP) y la 
Secretaría Nacional Anticorrupción (SENAC).

Finalmente, es esencial destacar que, a pesar de reconocer la importancia que tiene la diversidad de género, este 
documento se fundamenta en una comprensión binaria de hombres y mujeres. Aún con esta limitación, un enfoque 
con sensibilidad de género en el ámbito de la contratación pública representa un avance inicial significativo en la lucha 
contra la corrupción.

1  Las experiencias resaltadas en el documento fueron compartidas en los espacios aquí mencionados.

I. INTRODUCCIÓN
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1. Las mujeres

Desde la consagración de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, la igualdad se ha ratificado como uno de los principios y derechos básicos de todos los seres humanos, 
razón por la cual la Organización de las Naciones Unidas viene priorizando la promoción de la igualdad de género y 
el empoderamiento de las mujeres. 

Entre los principales marcos en este ámbito son la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), adoptada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en 1979, y la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, elaborada en la Cuarta Conferencia Mundial sobre 
la Mujer de 1995. Bajo este contexto, en 1997 el Consejo Económico y Social (ECOSOC, por sus siglas en inglés),  hizo 
énfasis en la necesidad de incorporar una perspectiva de género a las acciones públicas, entendiéndose este como:

“El proceso de evaluación de las consecuencias para las mujeres y los hombres de cualquier actividad 
planificada, inclusive las leyes, políticas o programas, en todos los sectores y a todos los niveles. Es una 
estrategia destinada a hacer que las preocupaciones y experiencias de las mujeres, así como de los hombres, 
sean un elemento integrante de la elaboración, la aplicación, la supervisión y la evaluación de las políticas y 
los programas en todas las esferas políticas, económicas y sociales, a fin de que las mujeres y los hombres se 
beneficien por igual y se impida que se perpetúe la desigualdad. El objetivo final es lograr la igualdad entre 
los géneros.” 2

Ante la necesidad de considerar dicho enfoque, en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, se replantearon metas 
e indicadores específicos para promover la igualdad entre el género y el empoderamiento de las mujeres, contribuyendo 
al progreso de todos los objetivos. El Objetivo de Desarrollo Sostenible 5 (ODS 5) se centra en lograr la igualdad de 
género y empoderar a todas las mujeres y niñas, el cual tiene el siguiente alcance: 

“Poner fin a todas las formas de discriminación contra las mujeres y niñas no es solo un derecho humano 
básico, sino que además es crucial para el desarrollo sostenible. Se ha demostrado una y otra vez que 
empoderar a las mujeres y niñas tiene un efecto multiplicador y ayuda a promover el crecimiento económico 
y el desarrollo a nivel mundial.”3

Además, en la 60° sesión de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer en 2016, se enfatizó la importancia 
de la incorporación sistemática de la perspectiva de género en todos los Objetivos de Desarrollo Sostenible y con 
respecto a todas las políticas y programas gubernamentales a todos los niveles.4 

2. Las mujeres y la lucha contra la corrupción

De conformidad con este mandato, un creciente número de políticas y programas contra la corrupción está adoptando 
la perspectiva de género como elemento clave y transversal. Al nivel regional, en 2018, el Compromiso de Lima en 
la VIII Cumbre de las Américas estableció la promoción de la equidad e igualdad de género “promover la equidad e 
igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres como objetivo transversal de nuestras políticas anticorrupción, 
mediante un grupo de trabajo sobre liderazgo y empoderamiento de las mujeres que activamente promueva la 
colaboración entre instituciones interamericanas y la sinergia con otras agencias internacionales” (OEA, 2018). Esto 
en consideración al impacto desproporcionado que este fenómeno delictivo genera con respecto a las mujeres.

Por su parte, la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción (UNCAC por sus siglas en inglés) propone un 
enfoque multidisciplinario para combatir la corrupción, cubriendo áreas como prevención, fortalecimiento de la ley, 
cooperación internacional, recuperación de activos y asistencia técnica. Es el único instrumento universal vinculante 
en este ámbito, sirviendo como referencia para implementar prácticas óptimas contra la corrupción. UNODC, 
2  Informe del Consejo Económico y Social correspondiente a 1997. (A/52/3/Rev.1)

3  “Igualdad de género”, UNDP, https://www.undp.org/es/sustainable-development-goals/igualdad-genero.

4  CSW60 (2016), UN Women, https://www.unwomen.org/en/csw/previous-sessions/csw60-2016#:~:text=The%20sixtieth%20session%20of%20the,the%20world%20
attended%20the%20session. 

II. MUJER, CORRUPCIÓN Y COMPRAS PÚBLICAS: APROXIMACIÓN GENERAL



MUJER Y COMPRAS PÚBLICAS:  LA INCLUSIÓN COMO MEDIO PARA LUCHAR CONTRA LA CORRUPCIÓN

8

como guardián de la UNCAC, colabora con diversas entidades, desde gobiernos hasta ciudadanos, para promover la 
integridad y alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) combatiendo la corrupción.

En 2020, UNODC publicó Es la hora: Responder a las dimensiones de género de la corrupción (UNODC, 2021),5 que 
consolida los resultados de la reunión de expertos de Bangkok de 2018 sobre las perspectivas existentes en materia 
de género y corrupción. El documento explora las interrelaciones entre género y corrupción, así como el impacto 
diferenciado de la corrupción en mujeres y hombres, y ofrece ejemplos de buenas prácticas de países de todo el mundo.

Es la hora se convirtió en una fuente de referencia e inspiración durante las negociaciones de la declaración política, 
que fue adoptada por unanimidad por la Asamblea General en su Sesión Especial contra la corrupción (UNGASS, por 
sus siglas en inglés) en junio de 2021. La inclusión del párrafo 69 – para seguir “promoviendo la igualdad de género 
y el empoderamiento de las mujeres, entre otras cosas, incorporando estas cuestiones en la legislación pertinente, 
la elaboración de políticas, la investigación, los proyectos y los programas, según proceda y de conformidad con 
los principios fundamentales del derecho interno”6 — es un hito y un reconocimiento de la importancia atribuida 
a la necesidad de seguir explorando las dimensiones de género de la corrupción.  Esto se reflejó de nuevo en tres 
resoluciones7 aprobadas en la novena sesión de la Conferencia de los Estados Partes (COSP, por sus siglas en inglés) 
de la Convención, otro hito, ya que sólo tres resoluciones anteriores,8 de un total de 61 resoluciones aprobadas en las 
ocho COSPs anteriores, habían incluido la palabra “género” o “mujeres”.

La aproximación y la intersección de anticorrupción y el género ha tenido un progresivo interés, sin embargo, hay una 
incipiente presencia de estudios y análisis sobre cómo abordar este tema específicamente en Latinoamérica. Algunos 
países han puesto el tema en su agenda, pero esta relación aún está en debate y construcción. Uno de los principales 
retos es conocer mejor la correspondencia entre corrupción y género, teniendo en cuenta las limitaciones para obtener 
datos e información que faciliten analizar y dimensionar la relación, aunado a una falta de visibilidad y conocimiento 
sobre la problemática (Solano, 2019).

3. Las mujeres, la corrupción y las compras públicas

Es importante profundizar en la comprensión de la participación de la mujer y el hombre en la contratación pública, 
así como el vinculo entre corrupción y  desigualdad social. Partiendo de que los hombres y las mujeres por ser sujetos y 
objetos de prácticas diferentes se ven afectados por la corrupción de manera distinta, y considerando las características 
y contextos específicos de los países latinoamericanos, la perspectiva de género se convierte en una herramienta 
de estudio necesaria si se quieren encontrar estrategias eficaces para combatir la corrupción y lograr un desarrollo 
sostenible (SIDA, 2015).

Las compras públicas constituyen un escenario sensible a la ocurrencia de hechos de corrupción. Estos acontecimientos 
pueden impedir el acceso de empresas formadas por mujeres en igualdad de condiciones y que no forman parte de 
las redes clientelares, normalmente formadas por hombres. Así mismo, las ineficiencias producidas por la corrupción 
pueden implicar servicios y bienes públicos de menor calidad, lo cual termina impactando desproporcionalmente 
a aquellas personas que dependen más, precisamente, de dichos bienes y servicios, como son las mujeres. En ese 
sentido, es importante considerar la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres en la selección de bienes 
y servicios, a través de mecanismos que fomenten la participación de estas en los escenarios de compras públicas. 

5  Publicada en inglés en 2020 y en español en 2021.

6  https://undocs.org/A/RES/S-32/1. 

7  Resoluciones de la Conferencia 9/1, 9/4 y 9/8.

8  Resoluciones de la Conferencia 6/10, 7/8 y 8/4.
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El análisis entre corrupción y género debe tener en cuenta de manera diferenciada a las mujeres y a los hombres, no 
solo como posibles perpetuadores del delito de corrupción, si no como posibles víctimas de los mismos hechos. 

En el marco de un delito de corrupción, al igual que en otros fenómenos delictivos, las mujeres perciben impactos 
diferenciados dada la existencia de factores culturales y estructurales que, de manera sistemática han implicado y 
perpetuado una discriminación histórica en su contra. En ese sentido, las mujeres son más vulnerables a algunas 
modalidades de corrupción – por ejemplo, la corrupción sexual, que involucra la solicitud de favores o actos sexuales 
en lugar de un soborno tradicional (UNODC, 2019). 

El género desempeña un papel crucial en el ámbito de las compras públicas. Las prácticas culturales tradicionales 
profundamente arraigadas, junto con obstáculos estructurales e históricos (como el analfabetismo, las responsabilidades 
domésticas, la falta de oportunidades educativas y de salud, entre otras) han generado significativas asimetrías de 
género (Neuman, 2016). Por ejemplo, el acceso a la información es un factor clave para comprender el funcionamiento 
de las contrataciones públicas, los criterios de elegibilidad y las pautas para licitar, así como para asegurar que los 
procedimientos sean equitativos. Por lo tanto, las desigualdades educativas y de alfabetización pueden limitar la 
capacidad de las mujeres para involucrarse en estos procesos en condiciones de igualdad.

Si bien, la finalidad principal de la contratación pública es adquirir bienes y servicios que demanda el Estado, también 
es un vehículo para la promoción de objetivos socioeconómicos de un país. El mercado de compras públicas es una 
herramienta clave para la inclusión de mujeres, ya que tiene el potencial de fomentar el emprendimiento, proveer 
financiamiento para mantener empresas lideradas por mujeres, diversificar el empleo femenino y/o promover sus 
empresas en sectores no tradicionales, como la ciencia y la tecnología, entre otros. 

Es así como la contratación pública es un medio para potenciar el empoderamiento de las mujeres, disminuir la 
pobreza y promover el desarrollo económico y una mayor igualdad social, especialmente en contextos de crisis y 
emergencias. No obstante, debido a la complejidad del mercado público, el acceso a este mercado no es sencillo, por lo 
que se requieren políticas específicas para las mujeres. 

Para esta aproximación, se deben considerar aquellos factores estructurales y sistémicos que pueden reforzar los 
impactos de la corrupción derivadas de los procesos de las compras públicas, entre ellos caben mencionar los siguientes 
de manera general:  

 » Las mujeres son proporcionalmente más inseguras económicamente, ya que representan la mayor proporción 
de personas que viven en la pobreza y que trabajan en empleos informales o no remunerados (Oxfam, n.d.).

 » Las mujeres son susceptibles a padecer mayor fragilidad económica en tiempos de emergencias. Las 
enseñanzas de la pandemia del ébola muestran cómo se vio afectada la seguridad económica de las mujeres (y 
sus dependientes) de manera específica en tiempos de crisis (ONU Mujeres, 2020) afectando tasas de empleo, 
diversificación laboral, reforzando los desafíos que las aquejaba de manera directa.

 » La corrupción margina aún más a las mujeres ya vulnerables que viven en la pobreza, poniendo servicios y 
bienes públicos básicos fuera de su alcance (SIDA, 2015), especialmente en entornos particulares como salud, 
educación y al acceso a la justicia. 

 » La desigualdad de género interfiere en la capacidad de las mujeres para avanzar en los diferentes niveles de 
la política y en la capacidad de tomar decisiones, lo que obstruye su acceso a la participación política (SIDA, 
2015).

 » Las mujeres son vulnerables a la instrumentalización de su cuerpo (como víctimas del delito) en las estructuras 
del crimen organizado y delincuencial, así como son más susceptibles a sufrir corrupción sexual.

 » Las desigualdades sociales y económicas que afectan a las mujeres y sus dependientes podrían facilitar la 
comisión de delitos dada su vulnerabilidad en entornos de riesgo (por ejemplo, los casos relacionados con 
testaferrato) (UNODC, 2021).
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Finalmente, de manera específica al tema de análisis de este documento, se parte de que las mujeres se enfrentan a 
numerosos obstáculos estructurales en materia de compras públicas. Se resaltan los siguientes como punto de partida 
para el análisis de este documento (sin que se descarten factores adicionales que impacten directamente en la relación 
género y contratación pública): 

 » Desigualdades estructurales asociadas a los roles tradicionalmente asignados a las mujeres, que conllevan a que 
de manera sustancial se afecte la participación de éstas en el mercado de las contrataciones, como proveedoras 
y como partes interesadas (ONU Mujeres, 2020).

 » Falta de acceso al financiamiento y a garantías subsidiarias para adquirir capital de trabajo necesario para 
competir en contratos gubernamentales. 

 » Las empresas lideradas por mujeres suelen ser pequeñas y medianas empresas  lo que conlleva a que no 
necesariamente cumplan con los requerimientos establecidos en  la contratación pública.  

 » Desconocimiento de oportunidades de licitación por falta de información oportuna sobre posibilidades y 
procedimientos de licitación.

 » Prejuicios de género de quienes deciden el otorgamiento de contratos.

 » Desincentivo por la poca transparencia para quienes quieren participar en los procesos de compras con el 
Estado (Open Contracting Partnership, 2021).
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La integración de aspectos de género influye y da forma a las culturas, impactando social, económica y políticamente 
a largo plazo, razón por la cual transversalizar la perspectiva de género en los sistemas de compras públicas es 
fundamental para consolidar el desarrollo sostenible de cualquier sociedad y más cuando se quiere luchar contra la 
corrupción. 

En esa línea, el análisis de la relación entre corrupción, compras públicas y mujeres tiene variedad de aristas y 
consideraciones necesarias para la integración efectiva de aspectos de género. Los puntos a continuación (sin ser 
exhaustivos) pretenden enlistar de manera inicial reflexiones y conclusiones a partir de algunas de las experiencias 
compartidas por las autoridades públicas9 en el marco de las actividades realizadas dentro del Proyecto  “Contratación 
pública transparente para garantizar una respuesta efectiva en situaciones de emergencia”. 

1. Datos e indicadores diferenciados por género 

La gestión de información en contratación pública con elementos diferenciales de género es esencial para entender el 
contexto actual, diseñar políticas y programas estratégicos y evaluar los avances y transformaciones a través del tiempo, 
facilitando la adaptación e implementación de nuevas estrategias. No se puede impulsar cambios sin una medición 
precisa y comprensión clara del tema, y para ello es esencial contar con suficientes datos de calidad que permita revelar 
sesgos sistémicos, los cuales pueden ser tratados mediante políticas y prácticas de contratación más efectivas.

Es esencial contar con indicadores de género que faciliten el monitoreo de tendencias y evoluciones a largo, mediano 
y corto plazo, apoyando la toma de decisiones y el estudio del rol de las mujeres como proveedoras para el Estado. Es 
crucial entender que la simple desagregación de datos por sexo no garantiza su calidad, se requiere profundizar en la 
identificación de las mujeres beneficiarias, las adquisiciones en las que participan, los contratos asociados y el impacto 
económico de la contratación en ellas, entre otros detalles relevantes.

Además de quiénes son los beneficiarios de los contratos públicos y cómo estos procesos y decisiones impactan la 
igualdad de género, es importante que los Estados consideren el impacto de los proyectos financiados con fondos 
públicos sobre la igualdad de género en la comunidad en general. Estos proyectos deben buscar no sólo no perpetuar 
las desigualdades de género, sino también contribuir al avance de la igualdad. Para ello, es necesario contar con 
indicadores sensibles al género en todas las fases. Conocer la cantidad de mujeres que participan no es suficiente para 
generar conocimiento. Se requiere profundizar más allá de si una solicitud de compra fue realizada por una mujer, si 
una proveedora ha aplicado al proceso de licitación y si fue adjudicada. Se recomienda indagar sobre la titularidad de 
la empresa, si la proveedora es la dueña, la socia mayoritaria o simplemente la encargada de los procesos de compra, 
entre otras características como la relación con los datos de registro de beneficiarios finales, entre otros.

En ese sentido, para examinar las disparidades de género en las convocatorias y postulaciones, Open Contracting 
Partnership (OCP) (2021) sugiere la incorporación de indicadores vinculados a la oferta. Estos indicadores incluyen 
el porcentaje de postulantes u ofertas segmentados por género, el porcentaje de contratos otorgados según género, y 
el monto total y promedio (en moneda local) de contratos concedidos diferenciados por género entre otros posibles. 
El propósito de estos indicadores es establecer metas específicas para las postulantes mujeres, tanto en términos de 
participación como de valor financiero.

Además, desde la demanda, por mencionar algunos OCP sugiere que se identifiquen las diferencias de género en la 
satisfacción y las necesidades, y se consolide el porcentaje de denuncias, por género, y la retroalimentación abierta, 
brindada por hombres y mujeres, acerca del proceso de contratación. Esto permitiría incorporar a la estrategia de 
contratación los comentarios formulados por mujeres (Open Contracting Partnership, 2021).

9	 	Se	insta	a	tener	en	cuenta	que	cada	institucionalidad	es	particular	a	cada	país,	la	experiencia	señalada	puede	aportar	elementos	de	apoyo	para	la	reflexión	compartida	
por Colombia, Chile, Paraguay y Argentina en el marco de este análisis.

III. LA INCLUSIÓN COMO MEDIO PARA LUCHAR CONTRA LA CORRUPCIÓN:  
       CONCLUSIONES Y REFLEXIONES
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Experiencia Argentina

Plataforma COMPR.AR es un sistema electrónico de gestión de las compras y contrataciones de la 
Administración Pública Nacional. Se creó en 2016 mediante la Disposición 65/2016 con el objetivo de mejorar 
la eficiencia y transparencias de las compras públicas. La Plataforma se estableció como el medio para efectuar 
en forma electrónica todos los procedimientos prescritos en el reglamento del régimen de contrataciones de la 
Administración Nacional. 

Esta plataforma ha incluido marcadores de identificación sensibles a género tales como formularios que 
homogeneizan la evaluación de las ofertas, permitiendo realizar análisis de compras públicas por distribución 
de adjudicaciones por género, el tamaño de empresas ganadoras por género, compras por productos y la 
distribución de sectores donde ganan las firmas por género, las categorías de productos más vendidos según las 
autoridades a cargo de las empresas, por sexo, entre otros.

Según el estudio del BID “Transparencia y género: el impacto de las compras electrónicas en el acceso a licitaciones 
públicas de las PyME lideradas por mujeres” enfocado en el análisis de esta plataforma indica que su importancia 
es por partida doble: fomenta la participación de empresas lideradas por mujeres y empresas de menor tamaño, 
lo cual tiene efectos positivos de diversidad e inclusión en las compras públicas.

En ese sentido, con este tipo de plataformas electrónicas, las y los licitantes pueden enterarse de los procesos 
de compra de una forma sencilla y preparar sus ofertas en menos tiempo, con lo cual se ha logrado disminuir 
significativamente dos de las barreras más notorias que enfrentan las mujeres a la hora de participar en los 
procesos de compra: el tiempo disponible y el acceso a información.  

“Los resultados muestran que la plataforma COMPR.AR aumentó en un 2,48 % la probabilidad de que un ren-
glón sea adjudicado a una empresa liderada por una mujer usando una estimación MCO, y en 4,22 % y 4,12 
% respectivamente usando modelos probit y logit. En conclusión, se observa que COMPR.AR, además de los 
beneficios que genera en término de aumentar la eficiencia y transparencia en las compras públicas, también 
contribuye a reducir la brecha de género alentando una mayor participación de empresas lideradas por mujeres” 
(BID, 2021).

La transparencia y el acceso a datos abiertos son fundamentales para comprender las dinámicas y procedimientos de 
los sistemas estatales. Estos elementos facilitan la creación de estrategias innovadoras y proporcionan una visión más 
clara de los obstáculos y oportunidades para mejorar. Al divulgar detalles sobre planificación, licitación, adjudicación, 
suscripción e implementación de contratos públicos, se clarifica el proceso y se brinda a las empresas una herramienta 
esencial: la información. Esto no solo potencia su capacidad de acción, sino que también promueve la transparencia 
en los procesos contractuales y refuerza las iniciativas contra la corrupción.

La transparencia abre puertas para la participación ciudadana, permitiendo que la población conozca y supervise 
los procedimientos de compras y contrataciones. Este enfoque impulsa el control social y la rendición de cuentas, 
convirtiéndose en un elemento crucial en la lucha contra la corrupción.
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2. Gestión del conocimiento

En línea con el apartado anterior, aunque algunos de los países analizados han implementado acciones para la 
desagregación por sexo de los conjuntos de datos de contratación pública, todavía se requiere conocer en mayor detalle 
los efectos de dichas contrataciones en la inclusión de mujeres.

Los datos desagregados son una herramienta valiosa para conocer a las proveedoras del Estado, pero no son suficientes. 
También es importante comprender las características de las empresas de las mujeres, los obstáculos a los que se 
enfrentan y qué tipo de datos son necesarios para conocer los efectos de las contrataciones en la inclusión de las 
mujeres y la relación entre mujeres y las compras públicas, para así analizar como la inclusión puede ser un medio para 
la lucha contra la corrupción.

Se requiere pensar y ejecutar iniciativas de contratación pública sensibles a las diversidades de género, y para ello es 
necesario reconocer y visibilizar cuales son las prácticas sociales, económicas, políticas y culturales (entre muchas 
otras) que establecen una determinada distribución del poder y que configuran la situación de desigualdad de las 
mujeres. En línea con esto, los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) dan un encuadre importante para este 
análisis, lo que motivará a medir los beneficios que genera a mediano y largo plazo (en términos de contribución a la 
reducción de la pobreza, del crecimiento económico y finalmente de inclusión de las mujeres).

La diversidad de las mujeres en cada uno de los países de Latinoamérica es muy amplia abarcando una variedad de 
caracteristicas, experiencias, identidades, culturas o roles propios de cada contexto. Si bien se puede partir de una 
misma línea general para incentivar iniciativas, no se puede catalogar a partir de los mismos parámetros a Colombia, 
Chile, Paraguay o Argentina. Es necesario conocer en mayor detalle la naturaleza interconectada de los diferentes 
contextos para cada uno de los países con el objetivo de garantizar que efectivamente enfaticen en la disminución de 
la desigualdad.

Para ello, es fundamental disponer de estudios que permita identificar las acciones necesarias, prácticas y experiencias 
exitosas de implementación de las políticas relacionadas al desarrollo económico, productivo y de compras públicas. 
De esta manera, se podrá tener una visión compartida del problema y trabajar de manera coordinada para lograr un 
objetivo común, lo que implica necesariamente hacer partícipes al mayor número de sectores y actores institucionales 
posibles, así como a las personas proveedoras de bienes y servicios públicos para comprender los obstáculos a los que 
se enfrentan.

Finalmente, conocer mejor la relación entre contratación pública y mujeres, permite ser más asertivo a la hora de 
asegurar la inclusión de estas en la contratación pública como medio para prevenir y combatir la corrupción. 

EXPERIENCIA COLOMBIA

Colombia Compra Eficiente (CCE), como ente rector de contratación pública del país ha venido 
incluyendo elementos de valoración diferencial por sexo en la información recopilada a través de 
sus sistemas de información pública, razón por la cual, en 2020, publicó un Reporte de Hallazgos 
sobre Género – Contratos electrónicos (Colombia Compra Eficiente, 2020) a través del análisis de 
datos de las compras electrónicas compiladas en el SECOP 2 (Plataforma transaccional en la cual 
las Entidades Estatales pueden hacer todo el Proceso de Contratación en línea). 

Adicional al reporte mencionado, la entidad de manera complementaría desarrolló el documento 
Análisis Diferencial de Género en los Contratistas de Sector Público (Colombia Compra Eficiente, 
2021), haciendo énfasis en los contratos de prestación de servicios en las entidades del Estado 
colombiano con enfoque de género entre los años 2018 y 2021, con el objetivo de analizar si ha 
existido alguna reducción de brechas de participación y por honorarios entre hombres y mujeres. 
Este documento fue insumo para la construcción de políticas públicas durante este periodo.

El anterior resumen de hallazgos permite, de manera general, visibilizar la participación de 
las mujeres en la contratación pública en Colombia, lo que contribuye no solo como una 
caracterización del tema, sino como un avance significativo para que la formulación de acciones de 
política pública incorpore elementos de género en los desarrollos institucionales en contratación 
pública de este país.
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3. Normatividad sobre contratación pública transparente y sensible al género

Varios países de la región poseen fundamentos constitucionales y legales que favorecen la igualdad y equidad. Estos han 
ratificado tratados internacionales y han incorporado planes o estrategias de desarrollo que abordan la temática, lo cual 
sienta las bases para integrar la perspectiva de género en las compras públicas. Aunque los países examinados disponen 
de un marco jurídico inicial para el diseño de estrategias, políticas o normativas que promuevan la participación de las 
mujeres en las compras estatales, las acciones específicas en materia de contratación pública varían significativamente 
de un país a otro.

La reducción de las desigualdades de género mediante el establecimiento de leyes nacionales dirigidas a los proveedores 
de la Administración es una práctica habitual en varios países. Estas leyes y disposiciones tienen como objetivo 
promover la igualdad de género en el sector público, pero es importante que sean “sustanciales”, es decir, que vayan 
más allá del simbolismo y promuevan cambios reales en los procesos y normas que generan desigualdades de género. 
En conclusión, la contratación pública pueden ser una herramienta importante para promover la igualdad de género 
en el sector público. Sin embargo, es importante que estas normas sean sustantivas y que se implementen de manera 
efectiva para evitar efectos no deseados (UNODC, 2021).

En ese sentido, si bien se han identificado hallazgos importantes en materia normativa en la región, entre las cuales se 
incluyen incentivos específicos para la promoción de las mujeres en la contratación de bienes y servicios estatales, es 
importante efectuar una revisión normativa, política y poblacional que permita establecer compromisos, y prioridades 
de manera taxativa en los posibles instrumentos jurídicos de los Estados que garanticen la participación de las mujeres 
en las compras gubernamentales. 

EXPERIENCIA PARAGUAY

El Plan Nacional de Integridad, Transparencia y Anticorrupción (PNI 2021-2025), aprobado 
por Decreto Presidencial Nº 4458/20 de fecha 09 de diciembre de 2020 e impulsado por el 
Equipo Nacional de Integridad y Transparencia (ENIT), promueve de manera transversal, 
específicamente en la Acción 2.2.7, el enfoque de género en las políticas de integridad pública de 
todas las instituciones públicas, privadas, y organizaciones de la sociedad civil, para lograr allanar 
obstáculos, avanzar hacia la igualdad real y efectiva y eliminar toda forma de discriminación hacía 
las mujeres. 

Por otra parte, cabe destacar la Resolución N° 922/2020 de la Dirección Nacional de Contrataciones 
Públicas (DNCP), por la cual se aprueba la Política de Compras Públicas Sostenibles. La citada 
normativa refiere que, para contratar servicios, adquirir bienes y ejecutar obras que: “En la 
dimensión social se tenga en consideración el ambiente laboral saludable, el desarrollo y promoción 
profesional y personal, la equidad de género, la inclusión de sectores vulnerables, el cumplimiento 
del marco legal laboral y social, el desarrollo local, la creación de puestos de trabajo y, en general 
el respeto y promoción de los derechos humanos”. Esto incluyendo a las mujeres y diversidades de 
géneros de manera inicial.

Por último, a través de normativas internas, la DNCP a través del Instituto Técnico Superior de 
Compras Públicas lleva a cabo capacitaciones a mujeres emprendedoras, cuyo objetivo es ayudar 
a que cuenten con herramientas a fin de lograr oportunidades de negocios para seguir creciendo 
personal y profesionalmente.
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EXPERIENCIA COLOMBIA

La aprobación de la Ley 2069 de 2020 introdujo reformas innovadoras para los procesos de 
contratación estatal, entre ellos la inclusión de criterios diferenciales con enfoque de género para los 
emprendimientos o empresas de mujeres en los elementos puntuables y en los factores de desempate 
(Artículos 32 y 35). El Artículo 32 establece que, de acuerdo con el análisis del sector, las entidades 
estatales, así como las entidades estatales que no apliquen en su gestión contractual el Estatuto General 
de Contratación Administrativa deberán incluir requisitos diferenciales y puntajes adicionales en los 
procesos competitivos, en Licitación Pública, Selección Abreviada y Concurso de Méritos (según 
corresponda). Lo anterior como medidas de acción afirmativa, para incentivar emprendimientos 
y empresas de mujeres10 en el sistema de compras públicas. Del mismo modo, las entidades no 
reguladas por el Estatuto General de Contratación deberán incluirlos en los procesos competitivos 
que adelanten. 

Por otro lado, el artículo 35 de la misma Ley, incluye factores de desempate con enfoque diferenciado 
de género que deberán ser aplicables a los procesos de contratación realizados por entidades estatales 
(indistintamente de su régimen de contratación) y a los procesos de contratación de los patrimonios 
autónomos constituidos por las mismas.

En ese sentido, CCE durante 2020, modificó el Decreto 1082 de 2015 para conceder incentivos de 
hasta un 3% adicional en las licitaciones a las empresas que promuevan la igualdad de género con 
más del 50% de los derechos de propiedad en cabeza de las mujeres, o cuando al menos el 50% de 
los empleos del nivel directivo de las empresas estén a cargo de mujeres; o que integren el 50% de la 
planta de personal; o en eventos en los que la representante legal sea una mujer con mínimo un año 
de permanencia en el cargo. 

En diciembre de 2020, se introdujo una nueva ley de emprendimiento centrada en la contratación 
pública, destacando su potencial para fortalecer a las mujeres y a las PyMEs mediante compras 
estatales. Desde entonces, se autorizó a las entidades a incorporar en la documentación de 
procedimientos criterios que fomenten la inclusión de empresas lideradas por mujeres en los sistemas 
de adquisiciones (Open Contracting Partnership, 2021).

Adicionalmente mediante Circular 004 de 2020, CCE invitó a las entidades públicas a propender por 
la inclusión de cláusulas sociales en los contratos que celebren, tendientes a promover la vinculación 
de un porcentaje mínimo de mujeres en la ejecución contractual, con la finalidad de adoptar acciones 
afirmativas en su condición de sujeto de especial protección constitucional.

10	 	De	acuerdo	con	el	parágrafo	2	del	Artículo	47	y	el	parágrafo	1	del	Artículo	32	de	la	Ley	2069	de	2020,	el	Gobierno	Nacional	de	Colombia	definirá	qué	se	entiende	por	
emprendimientos y empresas de mujeres. 
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EXPERIENCIA ARGENTINA

El Reglamento del Régimen de Contrataciones de la Administración Pública, aprobado mediante 
Decreto 1030/16, contiene un título específico sobre contrataciones públicas sustentables. Se 
menciona que la Oficina Nacional de Contrataciones estará a cargo del desarrollo de mecanismos 
que promuevan la efectiva instrumentación de criterios ambientales, éticos, sociales y económicos 
en las contrataciones públicas. Estos criterios “deberán garantizar el mejor impacto al ambiente, 
mejores condiciones éticas y económicas, así como el cumplimiento de la legislación laboral vigente, 
en especial lo que se relaciona con condiciones dignas y equitativas de trabajo y ausencia de trabajo 
infantil”. 

En el año 2021 se incorporó como cláusula de priorización en las contrataciones del Estado el artículo 
10 de la reglamentación de la Ley N 27.636 de Ley de Promoción del Acceso al Empleo Formal para 
Personas Travestis, Transexuales y Transgénero “Diana Sacayán - Lohana Berkins” (Decreto 659/21): 
art. 10- Prioridad en las contrataciones del Estado. Si se produjera un empate de ofertas, deberá 
priorizarse, en primer término, aquella empresa que posea en su planta laboral a personas travestis, 
transexuales y transgénero. En el caso de que varias de las empresas igualadas incluyan en su plantel 
a personas con dichas identidades, deberá priorizarse al oferente que posea el mayor porcentaje de 
personas travestis, transexuales y transgénero en sus puestos de trabajo. Con el fin de hacer valer 
esta preferencia, los oferentes deberán acreditar fehacientemente la relación laboral con el aludido 
personal y, en su caso, la cantidad mediante la presentación de la documentación que acredite el 
vínculo laboral.

Para los procedimientos de selección de oferentes que lleven a cabo las Jurisdicciones y Entidades 
comprendidas en el inciso a) del artículo 8° de la Ley Nro. 24.156 y sus modificaciones, la Oficina 
Nacional de Contrataciones de la Jefatura de Gabinete de Ministros será el organismo competente 
para dictar las normas complementarias y/o aclaratorias que sean necesarias.
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4. Políticas públicas de contratación pública sensibles al género y anticorrupción

Ahora bien, las iniciativas o modificaciones de carácter legislativo no son la única alternativa para avanzar en este tema. 
La implementación de políticas públicas, programas o iniciativas de contenido administrativo, técnico o sustancial, ya 
sean diseñadas para el corto o largo plazo, revisten igualmente validez como alternativas que permitan dar curso a la 
implementación de estrategias encaminadas a la promoción de la mujer en las compras públicas.

La inclusión de empresas dirigidas por mujeres en la contratación pública puede ayudar a prevenir y combatir la 
corrupción de diferentes maneras. Por ejemplo, aumenta la competencia, formenta la transparencia y interrumpe las 
redes de colusión, todo lo cual reduce los riesgos de corrupción. El aumento y la diversificación de la competencia 
también pueden contribuir a reducir los precios y mejorar la calidad de los bienes y servicios que se compran. 

En ese sentido, es recomendable que, cualquier política pública o iniciativa que considere la inclusión de la mujer en 
las compras públicas y que incluya elementos anticorrupción debe tener en cuenta al menos:

 » La conexión entre el género y otras normas sociales específica para las compras públicas (UNODC, 2021) 
como el desarrollo productivo (por ejemplo, la mayor participación de mujeres en MIPYMES y los altos niveles 
de informalidad que afectan, de manera desproprocionada a las mujeres), fuerza laboral, etnia, autonomía 
económica, entre otros, asegurando la interseccionalidad de la norma o la política pública, en especial aquellos 
factores que se relacionan con la corrupción.

 » La voluntad política establecida desde la agenda pública de los lideres de la política de contratación pública y 
otras instituciones relevantes, incluyendo las autoridades públicas anticorrupción. Lo anterior, procurando 1) 
alcanzar los objetivos de diversidad de las personas proveedoras de bienes y servicios públicos y 2) asegurar el 
involucramiento no solo del nivel directivo, sino también el técnico en los objetivos trazados.

 » La consolidación de diversos espacios institucionales que asuman la articulación necesaria para garantizar la 
transversalización de la perspectiva de las políticas de compras públicas y las políticas anticorrupción.

 » La asignación de recursos económicos, técnicos y operativos específicos para la ejecución de los compromisos 
y actividades propuestas para combatir la corrupción.

 » El desarrollo de instancias de seguimiento y monitoreo, que contemple mecanismos, indicadores y plazos para 
medir la efectividad e impacto de las acciones que permita evaluar la reformulación o continuación de las 
acciones de manera periódica.

 » La inclusión de procesos de consulta y validación colaborativa con las proveedoras y los ciudadanos en general 
en el diseño o formulación de las políticas públicas, así como en aquellas acciones relativas al seguimiento y 
control de su implementación garantizando la mayor transparencia posible.

 » La inclusión de acciones consientes de comunicación y socialización de las medidas a implementar y al 
seguimiento realizado.

Así mismo, las capacitaciones son y seguirán siendo fundamentales para el fomento del liderazgo y empoderamiento 
para mejorar la participación de las mujeres en las compras públicas. Se recomienda considerar la inclusión de espacios 
de sensibilización que aborden la relación corrupción y género en el marco de las compras públicas (incluyendo la 
corrupción sexual). 

Igualmente, es importante que las políticas en el tema, refuercen el establecimiento de redes entre las potenciales 
proveedoras y las unidades compradoras estableciendo vínculos estratégicos de combate contra la corrupción con 
cámaras, asociaciones y grupos de mujeres empresarias y emprendedoras, así como incentivar las acciones coordinadas 
de las agremiaciones y grupos de mujeres organizadas. Lo anterior, suele tener un efecto positivo, ya que adquieren 
mayor confianza para participar en estos procesos y las unidades compradoras pueden conocer mejor las limitaciones 
que ellas enfrentan. 

Finalmente, es clave que las estrategias anticorrupción que se relacionen con temas de contratación pública consideren 
incluir enfoques de género. Los líderes de políticas anticorrupción busquen garantizar que todas las acciones y 
desarrollos en la materia incluyan criterios diferenciales de género, que no solo se centren en las mujeres, sino que 
también incluyan otras diversidades, considerando otras minorías, así como personas en situación de discapacidad, 
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entre otras. Todo lo anterior para reiterar que la normatividad, las políticas de contratación pública y las estrategias 
anticorrupción sensibles al género se refuerzan mutuamente en un objetivo común desde varios frentes.

En lugar de tratar la igualdad de género, la contratación pública y la anticorrupción como iniciativas separadas, un 
enfoque más efectivo sería fusionar las tres. La contratación pública debería ser una vanguardia en la intersección de 
los esfuerzos anticorrupción y la promoción de la igualdad de género. Adoptar un enfoque unificado puede conducir a 
sistemas más inclusivo y transparentes. Se necesita un cambio gradual en la percepción de los esfuerzos anticorrupción, 
desde una perspectiva meramente de cumplimiento a un enfoque más amplio de reforma institucional y construcción 
de integridad (UNODC, 2021).

EXPERIENCIA ARGENTINA

El Gabinete de género de la Secretaría de Industria y Desarrollo Productivo del Ministerio de 
Economía tiene como objetivo construir una institucionalidad de género, generar espacios de diálogo, 
elaborar información y datos sobre el sistema productivo federal con perspectiva de género y elaborar 
herramientas para desarrollar políticas productivas que eliminen la desigualdad de género.

El Gabinete ha llevado a cabo múltiples mesas de diálogo en las que se ha abordado la complejidad de 
visibilizar la contribución de las mujeres al desarrollo productivo en un contexto de transformación 
cultural y social. En estas mesas de diálogo, se ha trabajado junto a los equipos técnicos de las 
secretarías y organismos descentralizados para desarrollar un enfoque de género que permita una 
mayor precisión en la categorización del liderazgo femenino en las unidades productivas.

Como resultado de este trabajo, se han establecido definiciones operativas para identificar a las 
empresas con liderazgo femenino. En el caso de las empresas que son personas físicas, se cree que 
tienen liderazgo femenino cuando su titular es una mujer. En el caso de las empresas que son personas 
jurídicas, se considera que tienen liderazgo femenino cuando el 51% o más de la composición 
accionaria está en manos de mujeres, o cuando el 25% o más de la composición accionaria está en 
manos de mujeres y al menos uno de los miembros del directorio es una mujer designada por Acta 
de Asamblea y/o Directorio. Estos criterios se han aplicado gradualmente a lo largo de 2020 y 2021 en 
la gestión de diferentes programas del Ministerio de Desarrollo Productivo, ganando un cierto nivel 
de legitimidad.

Sin embargo, el estudio señala que este tema aún está en debate y se están considerando otras 
dimensiones que afectan a las MIPYMES. En este sentido, Argentina cuenta con criterios específicos 
para caracterizar a las MIPYMES con participación de mujeres, y es fundamental tener un diagnóstico 
de la situación de las mujeres en el sistema productivo para la implementación de políticas públicas 
específicas y la definición de acciones concretas.

Para ampliar la información: https://www.argentina.gob.ar/produccion/gabinete-de-genero
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EXPERIENCIA ARGENTINA CHILE Y PARAGUAY.

Sellos de identificación de empresas de mujeres:

Los sellos específicos para las Empresas lideradas por mujeres son iniciativas dirigidas a todas aquellas 
empresas que participan en el mercado de compras públicas y que están lideradas por mujeres. Estas 
iniciativas han tenido un impacto significativo en la región, destacándose particularmente en los 
casos de Chile y Argentina. 

En el contexto chileno, el Sello Empresa Mujer cumple un papel crucial al permitir a los organismos 
compradores identificar a las proveedoras y a las empresas dirigidas por mujeres en el Mercado 
Público. Esto, a su vez, facilita su participación en los procesos de contratación con el Estado.

La asignación del Sello Empresa Mujer se lleva a cabo utilizando información recopilada por 
ChileCompra a partir de fuentes oficiales, sin requerir que las empresas o personas naturales realicen 
trámites o solicitudes adicionales, y queda visible en la Ficha del Registro de Proveedores y en la 
tienda de Convenio Marco para las proveedoras adjudicadas.

En el caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el Sello Empresa Mujer es un mecanismo de 
identificación voluntaria de proveedores mujeres inscriptos en el Registro Informatizado Único y 
Permanente de Proveedores (RIUPP) del Sistema de Compras y Contrataciones de Bienes y Servicios 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, creado con el objeto de conocer y promover la participación 
real de mujeres en el mercado público.

Así mismo la Provincia de Santa Fe cuenta con el sello Empresa Propiedad de Mujeres el cual busca 
fortalecer el liderazgo y autonomía económica femenina para reducir desigualdades y garantizar 
derechos en la provincia de Santa Fe. Para ello, se enfoca en integrar la perspectiva de género en 
políticas públicas y promover el empoderamiento económico de las mujeres, no solo en términos de 
ingresos sino también en su papel crucial en la recuperación económica. Esta estrategia demanda la 
colaboración entre distintos ministerios, organismos y sectores tanto públicos como privados.

En el caso de Paraguay, el Ministerio de la Mujer, mediante la resolución N°241/15, instauró el 
“Sello Empresa Segura libre de Violencia y Discriminación contra las Mujeres”. Este reconocimiento, 
respaldado por un Comité Especial conformado también por el Ministerio de Trabajo, Empleo y 
Seguridad Social y el Ministerio de Industria y Comercio, tiene como objetivo premiar a las empresas 
comprometidas en prevenir la violencia y promover igualdad de oportunidades para las mujeres. 
Dicha distinción está disponible para organizaciones públicas o privadas, nacionales o internacionales, 
que demuestren acciones efectivas en estos ámbitos, tanto internamente como en su comunidad y a 
nivel nacional.
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5. Licitaciones públicas inclusivas para mujeres

En el ámbito de las adquisiciones gubernamentales, asegurar licitaciones públicas sostenibles es una prioridad 
emergente. Estas licitaciones, más allá de atender a criterios económicos, integran aspectos sociales y ambientales, 
potenciando la equidad y sostenibilidad en las decisiones de compra. Un aspecto crucial en esta sostenibilidad es la 
inclusión de género, un objetivo que algunos países de Latinoamérica ya han comenzado a abordar. 

A fin de consolidar la sostenibilidad y equidad en las adquisiciones gubernamentales, se sugiere tener en consideración 
ciertas recomendaciones generales que, aunque no son exhaustivas, proporcionan un marco orientador. Las licitaciones 
públicas sostenibles, que integran aspectos sociales y ambientales, están emergiendo como una prioridad. 

Para fortalecer la inclusión de mujeres en las adquisiciones, se identifican estrategias específicas en cada fase del 
proceso (Hivos, 2020):

 » Planeación: Se sugiere enfocar en establecer procesos de compra especialmente diseñados para mujeres, 
asegurando su representación y designando presupuestos específicos para estas iniciativas. Se aconseja 
incorporar criterios que beneficien a empresas lideradas por mujeres. Además, otorgar reconocimientos o 
certificaciones distintivos podría resultar favorable.

 » Adjudicación: Podría ser provechoso implementar medidas como otorgar puntajes adicionales a empresas 
femeninas, usar cláusulas de trato directo y organizar reuniones de inclusión. También, se podría considerar la 
opción de sorteos de obras para asegurar igualdad en la competencia.

 » Implementación y supervisión: Durante la ejecución, se recomienda mantener una perspectiva de género, 
respaldada por un sistema de indicadores y metas claras. Además, es vital garantizar una supervisión constante 
para asegurar el cumplimiento de cláusulas de inclusión.

Estas prácticas, se presentan como un esquema general de acciones que pueden enriquecer el compromiso hacia la 
equidad de género en la contratación pública. Es esencial recordar que estas recomendaciones son un punto de partida 
y se sugieren ser adaptadas y enriquecidas según las particularidades y necesidades de cada país.

Sin ser exhaustivo, algunas de las experiencias de Colombia, Chile, Paraguay y Argentina compartidas en el marco de 
este análisis, permiten recoger las siguientes acciones específicas que podrían englobar de manera más sostenible las 
acciones de inclusión de la mujer en las licitaciones públicas:
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EXPERIENCIA CHILE

La Directiva N° 20 “Perspectiva de Género en Materia de Compras Públicas”, actualizada mediante 
res. 634B de noviembre del 2022, tiene como objetivo promover la incorporación de la perspectiva 
de género en los procesos de compras públicas relativos al trato directo para compras menores a 10 
UTMs (USD$700) y a las licitaciones públicas, e incorpora las condiciones y requisitos que debe 
cumplir la empresa para ser considerada una Empresa Mujer.

Respecto del trato directo, entrega recomendaciones de como justificar una adquisición de monto 
menor para privilegiar a empresas lideradas por mujeres utilizando la causal definida en la normativa 
que busca privilegiar materias de alto impacto social, como lo es la participación de más mujeres en 
este mercado.

En   relación a los procesos de Licitación se recomienda en la etapa de diseño y generación del 
documento de compra para su publicación, incorporar criterios de evaluación y de desempate 
inclusivos relativos a mujeres e igualdad de género, lo que permite fomentar las prácticas de 
contratación pública con perspectiva de género, incorporando ejemplos que pueden ser utilizados 
por las distintas instituciones públicas. 

Incorporar, además, en los requisitos para la firma de los contratos la acreditación de las empresas 
proveedoras en el Registro de Proveedores, garantizando el cumplimiento de las obligaciones laborales 
con los trabajadores y el respeto de las leyes que regulan las prácticas antisindicales. 

Finalmente, se destaca la importancia del monitoreo del cumplimiento de criterios de igualdad de 
género durante la ejecución del contrato de manera de obtener un compromiso real y efectivo del 
proveedor en promover la igualdad de género.

Para ampliar la información: 

https://www.chilecompra.cl/wp-content/uploads/2022/11/Directiva20-Perspectiva-de-Genero.pdf

EXPERIENCIA COLOMBIA

Colombia ha demostrado un avance significativo en la integración de criterios de equidad en sus 
procesos de licitación con la creación de la “Guía de compras públicas socialmente responsables” 
(Colombia Compra Eficiente, 2018). Esta guía tiene como propósito brindar recomendaciones a las 
unidades de compra estatales. 

Un aspecto destacado de este documento son las “cláusulas sociales tipo”, diseñadas como un 
instrumento inclusivo para determinar quiénes deberían beneficiarse en las compras públicas a lo 
largo de toda la cadena de valor. Al incluir estas cláusulas en el proceso de licitación, se establece un 
compromiso por parte del proveedor: al ser adjudicatario del contrato, debe asegurar la contratación 
de un número específico de mujeres, integrándolas de manera activa en la cadena de valor del contrato. 
De esta manera, la inclusión de las mujeres se materializa, ya sea incorporándolas en contratos 
marco con diversas proveedoras o promoviendo el empleo al estipular un porcentaje obligatorio 
de contratación femenina por parte del proveedor. Esta iniciativa refleja un esfuerzo concreto por 
fomentar la equidad de género en el ámbito de las compras gubernamentales (Hivos, 2020).
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EXPERIENCIA ARGENTINA

El Ministerio de Obras Públicas de la Nación mediante resolución 193/2020 creó el programa para la 
transversalizacion de las políticas de género y diversidad con el objeto de garantizar que las políticas 
diseñadas e implementadas en materia de obras públicas atiendan el impacto diferencial que generan 
en las mujeres y en personas LGBTI+ a fin de construir una política pública integral que promueva 
la igualdad en el ámbito público.

Por Resolución 31/2020 se creó un Observatorio de Obra Pública, de carácter interinstitucional 
conformado por universidades, sindicatos, cooperativas, cámaras empresariales y organizaciones 
de la sociedad civil, para intercambiar buenas prácticas, recomendaciones y monitorear la obra 
pública; entre ellas incorporar “pliegos de obras públicas con perspectiva de género”, inspirándose en 
experiencias tanto internacionales como locales.

En 2022, se publicó el primer pliego con perspectiva de género en la licitación pública nacional Nº 
501-0025-LPU21 para la ejecución obras de puesta en valor de un edificio público declarado como 
Monumento Histórico Nacional.  En sus especificaciones técnicas el pliego contempló utilización del 
lenguaje inclusivo, solicitud de nómina de personal desagregado por género y funciones, la adhesión 
al Código de Ética y el establecimiento de las políticas de género que lleva adelante la empresa 
contratista

Asimismo, incluyó la obligatoriedad de contar con servicios sanitarios diferenciados por género y 
disponer de tallas y números de indumentaria y calzado correspondiente para todo el personal.

Este tipo de condiciones forman parte de la primera fase de requerimientos en relación a la 
incorporación de perspectiva de género que ha desarrollado el Ministerio de Obras Públicas; los 
cuales se encuentran tendientes a recolectar información para trazar un estado de situación del sector 
que posibilite un seguimiento de la política y oriente el modo de avanzar en el establecimiento de 
cláusulas con perspectiva de género más profundas para lograr la igualdad. 

Para ampliar la información: 

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/apuntes_para_transversalizar_la_perspectiva_de_
genero_en_contrataciones.pdf; https://www.argentina.gob.ar/obras-publicas/Observatorio  

EXPERIENCIA ARGENTINA

La empresa Agua y Saneamientos Argentinos (AySA) es una concesionaria de servicios públicos 
de agua potable y tratamiento de desagües cloacales dependiente del Ministerio de Obras Públicas. 
Como parte de su política de transversalización de la perspectiva de género han incorporado una 
serie de disposiciones para los pliegos de licitación, entre ellas, que las empresas oferentes dentro 
de su propuesta acompañen una descripción de la política de género y promoción de diversidad 
de la empresa; certificado de registro de deudores alimentarios de integrantes de los órganos 
de administración y gobierno y nómina de personal de la empresa desagregada por género y por 
distribución jerárquica.

Para ampliar la información: https://www.aysa.com.ar/politica_de_genero/
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6. Articulación interinstitucional 

Fomentar la integración de acciones sensibles a género en los sistemas de compras públicas, no es una tarea exclusiva 
del ente rector de la política de contratación pública se debe consolidar un objetivo común articulado entre diferentes 
instituciones públicas a través de la colaboración intersectorial de la entidad líder de contratación pública y las demás 
instituciones públicas (entidades líderes de derechos de las mujeres, economía, producción, empleo, industria y 
comercio, competitividad, agricultura, organismos de cooperación, asociaciones empresariales, organizaciones de 
sociedad civil de mujeres, entre otros). Se resalta que las autoridades líderes anticorrupción son un actor fundamental 
en esta articulación.

Lo anterior, conjugando con el fortalecimiento de la inclusión de la perspectiva de género contribuyendo a la 
articulación de instituciones financieras, organismos internacionales, organizaciones de la sociedad civil y agencias 
con experiencia en garantizar a las mujeres acceso al capital y oportunidades de negocios.

Así mismo, las acciones de cooperación internacional permiten promover procesos de socialización de conocimiento 
y el intercambio de buenas prácticas, posibilitando replicar experiencias exitosas y reforzar el desarrollo de acciones 
en materia de promoción de participación de la mujer a nivel regional.

Todo esto con la intención de que todos los involucrados puedan hablar el mismo lenguaje, construyendo y 
homogenizando lineamientos conceptuales y técnicos, para otorgar una visión clara y facilitar la toma de decisiones 
en la materia, que permita involucrar de manera específica su relación como medio de lucha contra la corrupción y 
fortalecer la capacidad institucional para reducir las barreras que impiden la participación de la mujer en la contratación 
pública, como elemento de lucha contra la corrupción.

EXPERIENCIA ARGENTINA

Por medio de la Decisión Administrativa 1744/2020, Argentina estableció los lineamientos 
transversales para la Igualdad de Género en las Empresas y Sociedades del Estado, que constituyen un 
conjunto de buenas prácticas destinadas a la gestión de las empresas y sociedades con participación 
estatal, dando una línea armónica y articulada en materia de géneros y diversidad para facilitar la 
inclusión de la perspectiva de todas las entidades y autoridades involucradas, con el fin de remover 
los obstáculos y estereotipos sociales que impiden alcanzar la igualdad real y garantizar la diversidad 
de género e identidades.

Estos lineamiento se ordenan 4 ejes básicos: 1) contar con áreas de género en las empresas; 2) 
implementar políticas de cuidado que promuevan la corresponsabilidad entre varones y mujeres, 3) 
políticas de inclusión de mujeres y personas LGBTI+, entre otras mediante promoción de paridad de 
género en las empresas, 4) políticas contra la violencia de género, implementación de protocolos y 
otras políticas contra el acoso laboral y sexual. 

El Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad es quien coordina las acciones destinadas a la 
implementación de dicha medida, pudiendo dictar las normas complementarias y aclaratorias que 
resulten pertinentes en articulación con las entidades relacionadas.

Para ampliar la información: 

h t t p s : / / w w w . a r g e n t i n a . g o b . a r / n o r m a t i v a / n a c i o n a l / d e c i s i % C 3 % B 3 n _
administrativa-1744-2020-342526; https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/
primera/235305/20200924
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7. Transparencia focalizada en las mujeres 

Las plataformas y sitios web facilitados por los líderes de política de compras públicas son esenciales para 
transmitir información relevante para la contratación de bienes y servicios de los Estados. Durante más de una 
década, América Latina ha avanzado en poner todos los procesos de licitación y otro tipo de contrataciones en 
línea, concentrándose en las licitaciones, incluido el plan anual de adquisiciones y los procedimientos de mercado 
de compras. En su mayoría, estos recursos electrónicos son complejos, lo que hace necesario que los usuarios 
tengan un cierto grado de especialización para acceder a las licitaciones, comprender los procesos y utilizarlos 
como guía para las compras; sumándole a que los procesos de adquisiciones pueden ser complejos en sí mismo. 
Por lo tanto, una estrategia proactiva de información pública, acompañamiento y acercamiento entre las unidades 
de compra y los posibles proveedores es fundamental para incentivar la participación especifica de las mujeres. 
El acceso adecuado a la información pública es esencial para potenciar la participación de las mujeres en la contratación 
pública. Para que esta información sea verdaderamente accesible, es crucial que su contenido, formato y canales de 
comunicación estén adaptados a las necesidades específicas de las mujeres. Hay que considerar que la transparencia 
de la información puede percibirse de manera diferente por las mujeres, dependiendo de factores como su nivel 
educativo, situación laboral o sector de empleo.

Para mejorar la participación de las mujeres en la contratación pública como un facilitador de otros derechos 
socioeconómicos y políticos, entre ellos la garantía de la equidad de género y facilitador de la igualdad es recomendable 
implementar medidas de transparencia activa y pasiva que incorporen las necesidades específicas de información a 
la diversidad de las mujeres y su vulnerabilidad concretas, partiendo de diagnósticos específicos y establecer acciones 
para facilitar el acceso y la calidad de la información, considerando el comportamiento informativo de la variedad/ 
tipo de usuarias y, a partir de esto, establecer acciones específicas de transparencia sensibles al género.

Así mismo, es importante adaptar el lenguaje de los sitios web de compras públicas para que sea inclusivo y atraiga a 
más mujeres a unirse a la comunidad de compradores. Hacer énfasis en la utilización de un lenguaje claro y sensible 
al género es un elemento clave en la promoción de la inclusión y la eliminación de barreras de género. Esto permite 
facilitar el acceso a la información y fomentar la participación de mujeres y hombres por igual, reduciendo la presencia 
de estereotipos de género (ONU Mujeres, 2019). 

EXPERIENCIA COLOMBIA

Con base en las recientes disposiciones de la Ley 1712 de 2014 y su Resolución N° 1519 de 2020, se 
exhorta a los entes obligados a incorporar en sus sitios web información dirigida específicamente a 
Grupos de Interés, enfatizando en datos relevantes para las mujeres. Adicionalmente, siguiendo las 
directrices de la Guía de compras públicas socialmente responsables, Colombia Compra Eficiente, la 
entidad a cargo del sistema de compras públicas en Colombia, ha integrado metas de sostenibilidad 
social. Estas metas se originan en la responsabilidad del Estado y sus entidades de proteger los 
derechos humanos, así como en el deber de los proveedores de respetar dichos derechos en el marco 
del sistema de compra pública.

Actualmente, cuenta con una sección diferencial en su sitio web dirigido exclusivamente para mujeres. 
La sección presenta tres módulos desplegables:

Normatividad, regulación e incentivos 

Acuerdos marcos de precios e Instrumentos de agregación de demanda

Datos de mujeres en el sistema de compra pública

Para ampliar la información: Sección mujeres Colombia Compra Eficiente | Colombia Compra 
Eficiente | Agencia Nacional de Contratación Pública
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8. El sector privado como un socio clave 

Desde la perspectiva del sector privado, se sugiere llevar a cabo un análisis de género para evaluar cómo la normativa 
empresarial, los requisitos y las medidas de cumplimiento e integridad afectan los derechos y la participación de las 
mujeres en la organización. Este análisis puede incluir un examen de las dinámicas y entornos que fomentan una 
mayor presencia de mujeres en puestos de liderazgo.

Además, se debe concientizar al sector privado sobre los problemas de corrupción a los que se enfrentan las mujeres en 
el sector, incluyendo la corrupción sexual. Para abordar esta problemática, es importante que se desarrollen normas y 
reglamentos claros, en colaboración con las autoridades locales y las cámaras de comercio (UNODC, 2021).

Es fundamental incorporar la perspectiva de género en los sistemas de cumplimiento y apoyar los incentivos positivos 
para lograr una mayor igualdad de género en la organización. De esta manera, se podrá avanzar hacia una cultura de 
integridad y equidad de género en el sector privado que permita mayor inclusión de las mujeres en pro de la lucha 
contra la corrupción.

EXPERIENCIA ARGENTINA

La Ley Nº 27.401 de 2017 establece el régimen de responsabilidad penal de personas jurídicas. En 
dicho marco, promueve la adopción de  de Programas de Integridad para las empresas, lo cuales son 
obligatorios para quienes contraten con el estado. La ley describe elementos que deben contener esos 
programas tales como códigos de conducta, procedimientos de prevención de ilícitos y capacitaciones 
sobre integridad; y sugiere otros puntos tales como monitoreo y análisis sobre riesgos, canales de 
denuncia y sistema interno de investigación e imposición de sanciones. 

El  Registro de Integridad y Transparencia para Empresas y Entidades (RITE)  es una plataforma 
impulsada por la Oficina Anticorrupción para contribuir al desarrollo y mejora de los programas 
de integridad, el intercambio de buenas prácticas y la promoción de ambientes transparentes en 
negocios y mercados. 

El RITE tiene dos secciones: el  Registro  en sí, que permite a las empresas y entidades visibilizar 
su compromiso con los negocios éticos; y la Caja de herramientas que brinda recursos para poder 
organizar los programas de integridad; contiene módulos con distintos ejes para que sean tenidos en 
cuenta por las empresas a la hora de diagramar sus programas y que permiten , al mismo tiempo, que 
los organismos públicos tengan herramientas a la hora de analizar la integridad de las empresas en 
sus contrataciones. 

Recientemente el RITE incorporó un módulo de género que desarrollaron la Oficina Anticorrupción 
y el Ministerio de Mujeres, Géneros y Diversidad, para que los programas de integridad incorporen 
perspectiva de género en todos los elementos previstos en la ley, por ejemplo, en los procedimientos 
internos respecto de políticas de cuidado; en los canales éticos, vinculado a protocolos de abordaje 
de denuncias por violencias de género en el ámbito laboral, capacitación y comunicación en género y 
diversidad, políticas de selección de la alta dirección de la empresa en materia de género y diversidad; 
entre otras.

Para ampliar la información: https://www.rite.gob.ar/; http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/
anexos/295000-299999/296846/norma.htm
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9. Vigilar y controlar la contratación pública con enfoque de género

Durante el análisis de los países se ha identificado un elemento que vale resaltar los órganos de control de estos 
países presentaron experiencias significativas de auditoría e investigación enfocadas en posibles irregularidades con 
perspectiva de género en la contratación pública. Estas iniciativas buscan garantizar la transparencia, la igualdad de 
oportunidades y la no discriminación en los procesos de contratación, y están siendo consolidadas y respaldadas por 
comités y organizaciones regionales e internacionales que agrupan a Entidades Fiscalizadoras Superiores (EFS) o 
ministerios públicos.

El afianzamiento de estas iniciativas demuestra un claro interés de estas organizaciones en promover un enfoque 
diferencial de género en su trabajo, con el fin de garantizar una mayor equidad e inclusión en los procesos de contratación 
pública. La implementación de iniciativas de auditoría e investigación enfocadas en posibles irregularidades con 
perspectiva de género en la contratación pública, por parte de los órganos de control y con el respaldo de organizaciones 
regionales e internacionales, representa un importante avance hacia una mayor transparencia, equidad e inclusión en 
los procesos de contratación pública.

EXPERIENCIA REGIONAL 

En el marco de la Organización Latinoamericana y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras 
Superiores (OLACEFS), se vienen adelantando la Auditoria iberoamericana sobre el ODS 5 
(Igualdad de género) que tiene como objetivo evaluar la preparación de los gobiernos nacionales 
para implementar el Objetivo de Desarrollo Sostenible 5. Han participado Estados parte como 
Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, España, Guatemala, 
Honduras, México, Nicaragua, Paraguay, Perú, Uruguay, Venezuela y el gobierno local de Bogotá, 
Colombia,  

Este tipo de auditoria busca ser una revisión independiente, objetiva y confiable sobre si los 
proyectos, sistemas, operaciones, programas, actividades u organizaciones gubernamentales, 
operan de conformidad con los principios de economía, eficiencia y/o eficacia, y si existe espacio 
de mejora por parte de los gobiernos revisados. 

Para cumplir con los objetivos se consolidó una escala de evaluación de gobernanza en materia de 
igualdad de género (ODS 5) como una herramienta de medición de eficacia denominada “Índice 
Integrado de Género”, que permitió medir si los esfuerzos de los gobiernos están alineados y 
coordinados para proporcionar respuestas integrales a las necesidades y prioridades que permitan 
alcanzar la igualdad entre los géneros. 
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EXPERIENCIA  ARGENTINA

La Procuraduría de Investigaciones Administrativas (PIA) es el área especializada del Ministerio 
Público Fiscal de la Nación para la investigación de hechos de corrupción y de irregularidades 
administrativas, por ello interviene en procesos administrativos disciplinarios y en causas penales 
en los que estén invoclurados agentes de la Administración Pública Nacional centralizada y 
descentralizada y de las empresas y sociedades en las que tenga participación el estado. 

Las compras y contrataciones son un ámbito central para detectar, investigar y sancionar la corrupción 
y de manera reciente distintos organismos públicos están incorporando normativa de género a sus 
procesos de contrataciones generando obligaciones específicas sobre los procesos de compras. 

Desde hace unos años, la PIA empezó a incorporar enfoque de género en sus intervenciones 
institucionales, teniendo en cuenta que la corrupción presenta impactos diferenciados sobre las 
mujeres. Ello incluye abordar fenómenos de corrupción que puedan potenciar formas de criminalidad 
de género como la trata de personas, la corrupción sexual o sextorsión, las violencia de género en 
contextos de custodia y guarda estatal y la corrupción en programas, servicios y áreas con fondos 
estatales que estén orientados de manera directa o indirecta a mujeres. 

En este sentido, la PIA está ampliando el ámbito de intervención en este tipo de casos; se encuentra 
identificando precedentes de incorporación de perspectiva de género en casos de criminalidad 
económica y otros delitos federales; y ha dictado cursos sobre corrupción y perspectiva de género 
para integrantes del Ministerio Público Fiscal.
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